 COMISION DE ESTUDIOS DE DERECHOS HUMANOS Y DEL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO  DEL  ILUSTRE COLEGIO DE ABOGADOS DE LIMA
DICTAMEN Nº 01- 2013

VALORACION JURIDICA DE LA SENTENCIA EN MATERIA DE AMPARO INTERPUESTA POR EL CONGRESISTA JAVIER DIEZ CANSECO CISNERO EN CONTRA DE LA COMISION DE ETICA DEL CONGRESO DE LA REPUBLICA. 

La Comisión de  Estudios de Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario del Ilustre Colegio de Abogados de Lima, se pronuncia respecto de la  resolución judicial  Nº 07  del  04 de abril de 2013 – Expediente Nº 00461-2013-0-1801-JR-CI-05 por el 5º juzgado constitucional de Lima, mediante el cual, se DECLARA FUNDADA la demanda de amparo interpuesta por el señor Javier Diez Canseco Cisneros, al haberse acreditado la violación a su derecho al debido proceso y al honor; en consecuencia; SE DECLARA NULO el informe final N° 13, recaído en el expediente: N° 39-2011-2013/CEP-CR y NULA la decisión del Pleno del Congreso de la República que, tras aprobar dicho informe, acordó suspenderlo del cargo por noventa (90) días en el ejercicio de las funciones para las que fue elegido por la ciudadanía para el período legislativo 2011-2016. Se ordena además REPONER las cosas al estado anterior a la violación de los derechos constitucionales del actor: En consecuencia, se ORDENA a la Comisión de Ética Parlamentaria, proceda a emitir un nuevo informe final teniendo cuenta lo establecido en la presente sentencia, bajo responsabilidad, y culmine a la brevedad posible con el procedimiento iniciado contra el actor, bajo apercibimiento de aplicarse los apercibimientos establecidos en los artículos 22 y 59 del Código Procesal Constitucional, con costos del proceso y notifíquese a las partes.

La Comisión de Estudios de Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario considera oportuno señalar que:

El respeto por el debido proceso se fundamenta en los deberes y funciones del Comité de Ética
: Un Comité puede encargarse de la regulación de los aspectos tales como Ética, Auditoria, Reglamentación del comportamiento ético profesional entre otros; y en específico al hablar del COMITÉ DE ETICA podemos afirmar que se encarga de emitir los estándares de conducta, e indica los principios fundamentales que tiene que tener en cuenta la organización para poder obtener los objetivos similares. Para ello debe justificar su accionar en el debido proceso para que ha futuro sus decisiones no sean materia de controversia en el ámbito judicial.

Los comités de éticas son generalmente los encargados de emitir El CÓDIGO DE ÉTICA para una organización a la que se encuentra delegada. Este organismo es el que debe realizar una exhaustiva revisión de las normas positivas a fin de no contradecir ni entrar en conflicto con ellas y además para estar siempre de la mano con la actualidad, conforme a los cambios del mundo moderno. La misión del Comité de Ética, es establecer por medio de estándares que tienen como fin la calidad y el interés público basándose en el Código de Ética.
Desde  la fundación de la Organización de las Naciones Unidas, en 1945 la democracia  ha sido uno de sus propósitos principales para el desarrollo de todos los pueblos  y como la  forma de gobierno “con sus imperfecciones” pero  es la que garantiza la vigencia de los derechos humanos. 

Para las Naciones Unidas, el concepto de «Estado de derecho» ocupa un lugar central en el cometido de la Organización. Se refiere a un principio de gobierno según el cual todas las personas, instituciones y entidades, públicas y privadas, incluido el propio Estado, están sometidas a unas leyes que se promulgan públicamente, se hacen cumplir por igual y se aplican con independencia, además de ser compatibles con las normas y los principios internacionales de derechos humanos. 
En este contexto, se exige que se adopten medidas para garantizar el respeto de los principios de primacía de la ley, igualdad ante la ley, rendición de cuentas ante la ley, equidad en la aplicación de la ley, separación de poderes, participación en la adopción de decisiones, legalidad, no arbitrariedad, y transparencia procesal y legal. La “justicia” es un ideal de responsabilidad y equidad en la protección y reclamación de los derechos y la prevención y el castigo de las infracciones.  

En tal sentido y desde ésta perspectiva internacional,  la  justicia implica tener en cuenta los derechos del acusado, los intereses de las víctimas y el bienestar de la sociedad en su conjunto. Se trata de un concepto arraigado en todas las culturas y tradiciones nacionales y, a pesar de que su administración normalmente implica la existencia de mecanismos judiciales de carácter oficial, los métodos tradicionales de solución de controversias son igualmente pertinentes. La comunidad internacional ha venido colaborando durante más de medio siglo para estructurar en forma colectiva los requisitos sustantivos y procesales de la administración de justicia

Que la sentencia en cuestión-materia de estudio- y que ha dado lugar a inmediatas reacciones percibidas en los medios de comunicación, ha efectuado dentro de sus considerandos,  una interpretación constitucional    basada en la  jurisprudencia reiterativa del Tribunal Constitucional y  del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, concluyendo que sí hubo violación al debido proceso respecto de un congresista  por haber recibido una sanción disciplinaria por un hecho no investigado, ello indudablemente trasgrede el debido proceso en su conjunto, pues nadie puede ser pasible de juzgamiento o de imputación si el hecho no está previsto en la Ley. 
El Estado de Derecho, democracia y los derechos humanos son conceptos interdependientes que han merecido interesantes pronunciamientos por parte de las Naciones Unidas y de la OEA y en mérito de ello, el compromiso del Estado peruano como  Estado miembro originario de las Naciones Unidas a fortalecer el Estado de Derecho.  
Es menester subrayar que, mediante la Resolución aprobada por la Asamblea General 55/96. Promoción y consolidación de la democracia 81a. sesión plenaria 4 de diciembre de 2000, señala que El fortalecimiento del Estado de derecho mediante:
1. La igualdad ante la ley y la protección igual según la ley;
2. El derecho a la libertad y la seguridad de la persona, el derecho a igual acceso a la justicia y el derecho a comparecer rápidamente ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer el poder judicial en caso de detención, para evitar una aprehensión arbitraria;
3. La garantía del derecho a un juicio imparcial;
4. Las debidas garantías procesales y el derecho a que se presuma la inocencia hasta que se demuestre la culpabilidad ante un tribunal;
5. La promoción de la independencia y la integridad del poder judicial y, mediante la educación, la selección, el apoyo y la asignación de recursos, el aumento de su capacidad de hacer justicia con equidad y eficiencia, sin influencias externas impropias o corruptas;
6. La garantía de que todos los que sean privados de su libertad serán tratados con humanidad y con respeto de la dignidad inherente a la persona humana;
7. El establecimiento de recursos civiles y administrativos adecuados y de sanciones penales para las violaciones de los derechos humanos, así como la protección eficaz de los defensores de los derechos humanos;
8. La inclusión de la educación sobre derechos humanos en la capacitación de los funcionarios públicos y el personal policial y militar;
9. El establecimiento de la obligación del personal militar de rendir cuentas al poder civil elegido democráticamente;
El fortalecimiento de la democracia por medio de la buena gestión de los asuntos públicos en el sentido de la Declaración del Milenio, entre otras cosas:
1. Haciendo más transparentes las instituciones públicas y los procedimientos normativos y que los funcionarios públicos rindan más cuenta de sus actos; 

2. Adoptando medidas jurídicas, administrativas y políticas contra la corrupción, incluso la publicación de los nombres, la investigación y el castigo de todos los implicados en actos de corrupción y la tipificación del pago de comisiones y el soborno de funcionarios públicos;
3. Acercando el gobierno al pueblo mediante niveles apropiados de delegación de poderes;
4. Promoviendo el acceso más amplio posible del público a la información acerca de las actividades de las autoridades nacionales y locales, así como la garantía del acceso de todos a los recursos administrativos, sin discriminación;
5. Fomentando altos niveles de competencia, ética y profesionalidad en la administración civil, y su cooperación con el público, mediante, entre otras cosas, una capacitación adecuada de los funcionarios de la administración civil;
El fortalecimiento de la democracia mediante la promoción del desarrollo sostenible, en particular:
1. Adoptando medidas eficaces encaminadas a la realización progresiva de los derechos económicos, sociales y culturales, tales como el derecho a la educación y el derecho a un nivel de vida adecuado para la salud y el bienestar, incluso alimentación, vestido, vivienda, atención médica y los servicios sociales necesarios, tanto individualmente como por medio de la cooperación internacional;
2. Adoptando medidas eficaces para superar las desigualdades sociales y crear un entorno propicio para el desarrollo y para eliminar la pobreza;
3. Fomentando la libertad económica y el desarrollo social y aplicando una activa política para dar oportunidades de empleo productivo y medios de vida sostenibles;
4. Dando igual acceso a las oportunidades económicas e igual remuneración y demás beneficios por un trabajo de igual valor;
5. Creando un marco legislativo y regulador con miras a promover el crecimiento económico sostenido y el desarrollo sostenible;
De  igual forma, en el Sexagésimo séptimo período de sesiones  de la Asamblea General de las Naciones Unidas, todos los Estados miembros entre ellos el Perú,  aprobó la Declaración de la Reunión de Alto Nivel de la Asamblea General sobre el Estado de Derecho en los Planos Nacional e Internacional en cuyo extracto convinieron los Estados en señalar:

Nosotros, Jefes de Estado y de Gobierno y jefes de delegación nos hemos reunido en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York el 24 de Septiembre de 2012 para reafirmar nuestro compromiso con el estado de derecho y su importancia fundamental para el diálogo político y la cooperación entre todos los Estados y para el futuro desarrollo de los tres pilares principales en los que se apoyan las Naciones Unidas: la paz y la seguridad internacionales, los derechos humanos y el desarrollo. Convenimos en que nuestra respuesta colectiva a los desafíos y las oportunidades que presentan los numerosos y complejos cambios políticos, sociales y económicos que se están produciendo debe inspirarse en el estado de derecho, puesto que es la base de las relaciones amistosas y equitativas entre los Estados, y la base sobre la cual se construyen sociedades justas e imparciales.
(..) Reconocemos que el estado de derecho se aplica a todos los Estados por igual, y a las organizaciones internacionales, incluidas las Naciones Unidas y sus órganos principales, y que el respeto y la promoción del estado de derecho y la justicia deben guiar todas sus actividades, y dar previsibilidad y legitimidad a sus acciones. También reconocemos que todas las personas, instituciones y entidades, públicas y privadas, incluido el propio Estado, están obligadas a acatar leyes justas, imparciales y equitativas, y tienen derecho a gozar de igual protección de la ley sin discriminación.
Reafirmamos que los derechos humanos, el estado de derecho y la democracia están vinculados entre sí, se refuerzan mutuamente y forman parte de los valores y principios fundamentales, universales e indivisibles de las Naciones Unidas.(..) 
Conviene en  señalar que de acuerdo con la Constitución Política del Perú, en sus artículos  1º, 44º 139º inciso 3 y 200º; artículo 37º del Código Procesal Constitucional, se garantiza la dignidad de la persona y el respeto al debido proceso. La Comisión hace de conocimiento que de acuerdo con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos y la jurisprudencia reiterada por parte del Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos-SIDH así como también la jurisprudencia de nuestro Tribunal Constitucional, el debido proceso no solo es un principio de aplicabilidad a procesos judiciales en estricto sentido sino que se hace extensivo a todo proceso, sea ésta de naturaleza administrativa, parlamentaria, contencioso administrativo, militar o de cualquier otra índole. 
Asimismo se reitera que la conceptualización y/o percepción del Debido Proceso no solo es considerado un principio de naturaleza procesal, sino que su evolución data desde 1628 con el documento”The Petition of Rights con lo que ha  significado que se haya considerado un “derecho humano”. Si bien es cierto, nuestra Constitución Política del Perú no estable expresamente que el debido proceso sea un derecho fundamental; sin embargo, por aplicación del artículo 3º -clausula no enumerativa- se ha incorporado por decisión del Tribunal Constitucional el tratamiento del debido proceso como un derecho fundamental, tan igual como el derecho al agua, el derecho a la verdad. En consecuencia, las Instituciones del Estado, poderes y órganos constitucionales tienen la obligación por mandato constitucional de encuadrar sus funciones hacia el respeto por la dignidad de la persona humana y el respeto al debido proceso. 
La jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos  ha generado sentencias contra el Estado peruano, habilitando el principio de efectividad  de la protección internacional que exige a los Estados aseguren el cumplimiento de sus decisiones que se traduce en la obligación de adecuar el derecho interno  a las normas internacionales de protección de derechos humanos. 

Asimismo, la Comisión enfatiza que:
Desde que se  fundó la Carta de las Naciones Unidas en 1945, se dio inicio al proceso internacionalización de los derechos humanos, desde entonces, los derechos humanos dejaron de ser un tema exclusivo de los Estados, para pasar a ser el centro de toda preocupación legítima de la comunidad internacional. 

Una de las más importantes repercusiones jurídicas que se ha dado en el derecho internacional de los derechos humanos es que, en la actualidad, tanto el derecho interno de los Estados como el derecho internacional de los derechos humanos son dos ordenamientos jurídicos que interactúan para beneficio de la persona, expresándose en el principio de la prevalencia de la normas más favorable a la protección de la persona, independientemente de que provenga del derecho interno o del derecho internacional

El Derecho  Internacional de los Derechos Humanos en adelante DIDH, por su parte, enriquece el derecho interno de los Estados, porque promueve los consensos en materia de derechos humanos, que son reflejos de un arduo esfuerzo de los propios Estados en la Comunidad Internacional. La interpretación que hacen los órganos supranacionales de protección de los derechos humanos, las Cortes Internacionales suministran a los Estados las pautas, orientaciones respecto a cómo aplicar su derecho interno para un tratamiento eficaz en  la protección de los derechos humanos.
La interpretación que hacen los órganos supranacionales de protección de los derechos humanos, las Cortes Internacionales suministran a los Estados las pautas, orientaciones respecto a cómo aplicar su derecho interno para un tratamiento eficaz en  la protección de los derechos humanos. A través de la ratificación de los tratados internacionales de derechos humanos, los gobiernos se comprometen a adoptar medidas y leyes internas compatibles con las obligaciones y deberes dimanantes de los tratados. 
Finalmente, la Comisión conviene en señalar que, el Estado peruano pasó su segundo examen periódico universal en adelante EPU-el 01 de noviembre de 2012, la presentación de los avances en materia de derechos humanos y de la implementación de las recomendaciones formuladas al Estado peruano en el año 2008, con ocasión de I EPU.  La presentación del II EPU se llevó a cabo en la 15ª sesión, el 1 de noviembre de 2012. La delegación del Perú estuvo encabezada por Henry José Ávila Herrera, Viceministro de Derechos Humanos y Acceso a la Justicia del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos. En su 18ª sesión, celebrada el 5 de noviembre de 2012, el Grupo de Trabajo aprobó el informe sobre el Perú.
En su presentación el Sr. Vice Ministro acotó lo siguiente: 

· Asistimos al Segundo Ciclo del EPU ante este honorable Consejo, en representación de un Gobierno que, desde el inicio de sus funciones, tiene en los DDHH el fundamento de su política, la base de sus convicciones democráticas y la prioridad de su gestión.
· Las políticas implementadas por el gobierno están orientadas a consolidar el régimen democrático y el Estado de Derecho para asegurar un clima de estabilidad y cooperación política, promover la competencia democrática y garantizar elecciones libres y transparentes, el pluralismo y la alternancia en el poder. Declaramos, ante este Consejo de DDHH, que la democracia representativa es la base de la organización del Estado de derecho, que se refuerza y profundiza con la participación ciudadana permanente, ética y responsable, en el marco de la constitucionalidad.
· Con este objetivo el gobierno se ratifica en su compromiso de: 
(a) defender el imperio de la Constitución asegurando su funcionamiento como Estado constitucional unitario y descentralizado, bajo los principios de independencia, pluralismo, equilibrio de poderes; 
(b) garantizar el respeto a las ideas, organizaciones políticas y demás organizaciones de la sociedad civil, y velará por el resguardo de las garantías y libertades fundamentales, teniendo en cuenta que la persona y la sociedad son el fin supremo del Estado; 
(c) fomentar la afirmación de una cultura democrática que promueva una ciudadanía consciente de sus derechos y deberes; y 
(d) establecer normas que sancionen a quienes violen o colaboren en la violación de la constitucionalidad, los DDHH y la legalidad.
· Ante la comunidad internacional, ratificamos el compromiso del Estado peruano con los sistemas internacionales de DDHH y la apertura de nuestro país al escrutinio y a la cooperación internacional y de la sociedad civil. No nos cabe la menor duda de que un lenguaje franco y honesto entre los Estados es un camino para mejorar los estándares de cumplimiento de los compromisos en DDHH.
· En el Perú, los tratados internacionales en DDHH tienen rango constitucional y prevalencia sobre el derecho interno. Recientemente, el Perú ratificó dos importantes instrumentos: la “Convención Internacional para la Protección de todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas” y la “Convención sobre Municiones en Racimo”. Asimismo, aprobamos la Ley del Derecho a la Consulta Previa a los Pueblos Indígenas u Originarios y su reglamento.
· Otra importante reforma institucional es la ampliación de las competencias del Ministerio de Justicia como ente rector en materia de DDHH, pasando a denominarse “Ministerio de Justicia y Derechos Humanos”. En esa línea, se dispuso la creación del “Viceministerio de Derechos Humanos y Acceso a la Justicia”.
· Igualmente, el Gobierno ha creado el “Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social”, responsable de diseñar nuevo marco de políticas públicas orientadas a cerrar las brechas de pobreza y de falta de acceso a servicios1. Todos los peruanos y peruanas deben recibir servicios universales de calidad y tener las mismas oportunidades de aprovechar los beneficios del crecimiento económico, construyendo el bienestar de sus familias y del país.
· Resaltamos de igual manera la creación del “Ministerio de Cultura” con el “Viceministerio de Interculturalidad”, cuyas funciones son las de promover y garantizar el sentido de la igualdad social y respeto de los derechos de los pueblos del país. No menos importante es la creación del “Ministerio del Ambiente”.
· De otro lado, y a fin de atender reclamos en distintas zonas del país, se creó la Oficina de Gestión de Conflictos Sociales, ahora con una nueva denominación, enfoque y metodología: “Oficina del Alto Comisionado para el Diálogo y la Sostenibilidad” adscrita a la Presidencia del Consejo de Ministros.
· Tenemos la confianza que con la creación de estas nuevas entidades, el Estado se orientará hacia un servicio más eficiente e inclusivo, que contribuya a una sociedad más justa y cohesionada.
· (..)Seguiremos trabajando con toda decisión para promover, respetar, proteger y garantizar los DDHH. Porque estamos convencidos de que ésta es la vía para construir un país justo, próspero y seguro que queremos heredar a las generaciones del mañana.
La Comisión acentúa la necesidad apremiante de que toda sentencia y/o resolución judicial, administrativa, legislativa, disciplinaria o de cualquier otra índole, debe encuadrarse dentro del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y del Derecho Interno; para realizar una interpretación constitucional del derecho, debe remitirse a sus propias fuentes tales como la doctrina, jurisprudencia, principio generales del derecho, decisiones internacionales y la aplicación del  Soft Law.  
Las reglas de soft law, así se denomina a un numeroso conjunto de instrumentos —especialmente originados en el sistema universal de Naciones Unidas—, que comprenden reglas, principios, y directrices sobre los más diversos temas de derechos humanos. Entre ellos, hay muchos que se ocupan de temas vinculados a la administración de justicia penal. En este sentido, los instrumentos de derechos humanos de carácter no contractual incluyen, además de las declaraciones, otros instrumentos denominados reglas mínimas, principios básicos, recomendaciones ó códigos de conducta. 

Interpretar una norma internacional en materia de derechos humanos no basta con “copiar literalmente una jurisprudencia o citar textualmente lo que dice un jurista o lo que desarrolla el Tribunal Constitucional” implica agudizar la observancia de sus propósitos, cómo la jurisprudencia internacional y nacional ayuda a resolver un conflicto de intereses planteando proposiciones y el fundamento de las mismas; de la misma forma resulta el remitirse a las otras fuentes de interpretación. 

Citar una jurisprudencia internacional o nacional en una resolución judicial es un avance pero interpretarla es  hacer que la sentencia sea integrada, es decir, que sea un reflejo de la interacción del derecho internacional y el derecho interno; pues ese será  un reto que tendrá que ejercer principalmente el Poder Judicial toda vez, que éste poder del Estado también ejercer el control de la constitucionalidad de acuerdo a la Constitución y a la Ley.      
La Comisión enfatiza  que el Estado de Derecho es el modelo aceptado por todos. Tiene una estructura sencilla: la libertad humana, piedra angular del sistema; la igualdad ante la ley, como rechazo a las desigualdades legales sostenidas en el Medioevo; la separación de funciones para que una persona  o un partido o grupo social no manejen la totalidad del poder y haya mutua supervisión entre los detentadores; y el control constitucional, básico, para mantener el fundamento ético del sistema legal en un país. 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado  en su reiterada jurisprudencia que la aplicación de las garantías del Debido Proceso no sólo es exigible a nivel de las diferentes instancias que integran el Poder Judicial sino que deben ser respetadas por todo órgano que ejerza funciones de carácter materialmente jurisdiccional. Que de conformidad con la separación de los poderes públicos que existe en el Estado de Derecho, si bien la función jurisdiccional compete eminentemente al Poder Judicial, otros órganos o autoridades públicas pueden ejercer funciones del mismo tipo. Es decir, que cuando la Convención se refiere al derecho de toda persona a ser oída por un "juez o tribunal competente" para la "determinación de sus derechos", ésta expresión comprende a cualquier autoridad pública, sea administrativa, legislativa o judicial, que a través de sus resoluciones determine derechos y obligaciones de las personas. Cualquier órgano del Estado que ejerza funciones de carácter materialmente jurisdiccional, tiene la obligación de adoptar resoluciones apegadas a las garantías del debido proceso legal en los términos del artículo 8 de la Convención Americana.
Este criterio ha sido reafirmado en diferentes decisiones así por ejemplo, la Corte Constitucional de Colombia ha señalado que el Congreso de la República es titular de la función jurisdiccional cuando a través de sus diferentes órganos ventila las acusaciones contra altos funcionarios del Estado mencionados en el artículo 174º de la Constitución. En este sentido, la Corte Constitucional ha establecido que en dichos eventos las actividades que llevan a cabo la comisión de investigación y acusación de la Cámara de Representantes, la comisión de instrucción del Senado, la plenaria de ambas cámaras, etc.; constituyen una manifestación de la función jurisdiccional, análoga a las etapas de investigación y calificación que realizan los fiscales y jueces comunes.
El Control de la Constitucionalidad también es parte de un Estado de Derecho y se hace fundamentalmente a través del Poder Judicial, en los casos que la Constitución y la ley lo establecen, y en forma más calificada, a través del Tribunal Constitucional. De modo que, ejercer el control de acuerdo a la Constitución y  a la Ley, no tendría por qué generar incomodidades en ningún órgano o poder del Estado.  

Consideramos oportuna la ocasión de exhortar a todos los poderes y órganos del Estado a que encuadren sus decisiones dentro del respeto irrestricto al Estado de Derecho, democracia y derechos humanos; en la medida que podamos concientizar la interdependencia de estos conceptos habrán menos sobresaltos políticos y afianzaremos el ideal de ser una Nación constitucionalmente equilibrada. Es parte de la vigencia de un Estado de Derecho también actuar con transparencia desde la asunción de un cargo o servicio público y no por instancias o etapas procesales, porque ello hará que vayamos construyendo una sociedad más justa y leal con nuestra propia identidad nacional. 
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